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¿Por qué una Constitución de la Tierra? Los fundamentos1


			1.	La humanidad en una encrucijada: afrontar o soportar las emergencias globales. ¿Qué enseña la pandemia del COVID-19?

			Hay momentos que consisten en una encrucijada de la historia, en los cuales la humanidad se encuentra ante una bifurcación: la involución o el progreso, la barbarie o la civilización, la catástrofe o la refundación. En la era moderna, tales fueron las revoluciones de los siglos XVIII y XIX que pusieron fin al absolutismo real y dieron origen al Estado de derecho. Una nueva encrucijada de la historia consistió en la liberación del nazi-fascismo y en el quinquenio constituyente que dieron origen a las actuales constituciones rígidas y a los “nunca más” que se deben pronunciar ante los horrores de las guerras y los totalitarismos. Es nuevamente una encrucijada, quizás la más dramática y decisiva de su historia, la que enfrenta la humanidad hoy: sufrir y sucumbir las múltiples amenazas y emergencias globales, u oponer a éstas la razón jurídica y política mediante la construcción de garantías constitucionales idóneas y capaces de enfrentarlas.

			Una de estas emergencias, la pandemia del COVID-19, estalló de manera terrible el año pasado y tal vez está provocando un despertar de la razón. No es la emergencia objetivamente más grave: basta pensar en el calentamiento global, destinado, si no se hace nada para detenerlo, a tornar inhabitable el planeta; o en la amenaza nuclear, que en un mundo poblado por miles de ojivas nucleares capaces de destruir a la humanidad varias veces, también pesa sobre nuestro futuro. Ni siquiera es la emergencia sanitaria más grave. Cada año, desde hace varias décadas, mueren alrededor de ocho millones de personas por enfermedades que, a pesar de ser curables, no fueron tratadas, mientras que otras tantas murieron por la falta de agua potable y de alimentación básica2.

			Lo que hizo de la pandemia una emergencia global, vivida de una manera más dramática que cualquier otra, son cuatro características específicas. La primera es el hecho de que ha afectado a todo el mundo, incluidos los países ricos, paralizando la economía y perturbando la vida cotidiana de toda la humanidad. La segunda es su espectacular visibilidad: su terrible saldo cotidiano de infectados y fallecidos en todo el mundo, hace evidente e intolerable, mucho más que en cualquier otra emergencia, la falta de adecuadas instituciones supranacionales de garantía, que deberían haberse implementado como actuación del derecho a la salud establecido en tantas cartas internacionales de derechos humanos. La tercera característica específica, que hace que esta pandemia sea una señal de alarma respecto de todas las demás emergencias globales, es que ha resultado ser un efecto colateral de los múltiples desastres ecológicos —deforestación, contaminación del aire, calentamiento global, cultivo y agricultura intensiva— y, por tanto, ha revelado los nexos que enlazan la salud de las personas a la salud del planeta. Finalmente, el cuarto aspecto global de la emergencia COVID-19 es el altísimo grado de integración e interdependencia que revela: el contagio, incluso en países distantes, no puede ser indiferente a nadie dada su capacidad de propagarse rápidamente por todo el mundo.

			Al afectar a toda la humanidad sin distinción de nacionalidad y riqueza, poniendo de rodillas la economía, alterando la vida de todos los pueblos de la Tierra, y mostrando la interacción entre emergencia sanitaria y emergencia ecológica y la interdependencia planetaria entre todos los seres humanos, a lo mejor esta pandemia está generando conciencia de nuestra fragilidad común y nuestro destino común.

			Por tanto, ésta nos obliga a repensar la política y la economía y a reflexionar sobre nuestro pasado y nuestro futuro. En primer lugar, sobre nuestro pasado. Esta tragedia ha llevado al fracaso de las políticas liberales. Sacó a la luz la miopía de las políticas gubernamentales que han recortado —en Italia, como en muchos otros países— el gasto público en salud, comportando que se cierren hospitales, se supriman habitaciones para pacientes y se reduzca el personal sanitario, todo esto para reducir impuestos y beneficiar el sistema sanitario privado. Además, tomó a todos los gobiernos desprevenidos, revelando así que no son para nada precavidos. Aunque un informe del Banco Mundial había previsto el peligro de una pandemia ya en septiembre de 2019, no se hizo nada para enfrentarlo. En vista de las guerras se realizan ejercicios militares, se construyen búnkeres, se ponen en acto simulaciones de ataques y técnicas de defensa, se acumulan armas, tanques de guerra y misiles nucleares. Contra el peligro anunciado de una pandemia no se hizo absolutamente nada. El COVID-19 nos hizo descubrir la increíble falta de las medidas más básicas para afrontarlo: desde la escasez de unidades de cuidados intensivos y de respiradores, de instrumentos para detectar el contagio y de tapabocas hasta la absurda insuficiencia de médicos y enfermeras, y la ausencia de una apropiada y adecuada organización para la atención domiciliaria. La insensatez de la política se ha revelado de manera más dramática en aquellos países que carecen de un sistema de salud pública, comenzando por los Estados Unidos. La mayor potencia del mundo siguió produciendo armas cada vez más mortíferas contra enemigos inexistentes, pero se encontró sin respiradores ni pruebas que permitieran detectar el contagio, lo cual provocó la muerte de cientos de miles de sus ciudadanos, muchos más que todos los estadounidenses caídos en la Segunda Guerra Mundial.

			De ahí la necesidad, sobre todo, de una reflexión sobre nuestro futuro. Hay dos lecciones que se pueden aprender de la pandemia: una relativa al carácter público y la otra al carácter global de las garantías capaces de prevenirla y afrontarla.

			La primera lección consiste en reconocer el valor vital de la salud pública. Con su carga diaria de fallecidos y de contagiados, la pandemia ha mostrado el inestimable valor de la salud pública y de su carácter universal y gratuito, en actuación del derecho constitucional a la salud, así como la superioridad de los sistemas políticos que cuentan con ella respecto de aquellos en los que la salud y la vida son confiadas a las pólizas de seguros y a la asistencia sanitaria privada. La actual emergencia ha instado y promovió el fortalecimiento de los sistemas de salud, la multiplicación de camas y unidades de cuidados intensivos, el aumento del número de médicos y enfermeros y la producción de equipos de salud idóneos. Por último, mostró la irracionalidad —y, en mi opinión, la inconstitucionalidad, en contraste con el principio de igualdad— de la existencia, en Italia, de veinte sistemas de salud diferentes en las veinte regiones. De hecho, solo la salud pública puede garantizar la igualdad del derecho a la salud. Solo la gestión pública es capaz, en caso de pandemia, de limitar racionalmente el daño derivado de las leyes del mercado, que obligan a las empresas a una desquiciada carrera por reabrir para no ser excluidas por las empresas más cautas, imponiendo una suspensión general de las actividades, tan corta y segura cuanto uniforme y generalizada, excluyendo que algunos puedan avasallar a otros o ser atropellados. Solo la esfera pública puede producir el equipamiento necesario para hacer frente a las epidemias, más allá de la conveniencia económica del momento, y destinar los fondos adecuados para el desarrollo y la promoción de la investigación médica en el campo de las terapias y vacunas, así como para la organización de su gratuita distribución a todos, ya que se trata de bienes fundamentales. 

			De manera más general, la pandemia del COVID-19 ha mostrado la necesidad de rehabilitar el papel de la esfera pública en el gobierno de la economía. Ésta ha puesto de manifiesto el valor insustituible y vital del Estado, del que todos, en primer lugar, los liberales antiestatales, pretenden literalmente todo: atención gratuita y ríos de dinero para empresas en dificultad, salvar vidas humanas y salvar empresas, limitar los contagios y recuperar la economía. Ha demostrado la insensatez de la idea que solo el mercado está capacitado para establecer en qué sectores productivos invertir, basándose únicamente en la perspectiva de mayores ganancias, sin importar los daños al medio ambiente, al interés público y a los derechos fundamentales de todos. Por ende, ha rehabilitado la propia idea de la política económica, como política que es al mismo tiempo industrial, social y fiscal, dirigida a regular —favoreciendo o desalentando con los instrumentos fiscales y, si es necesario, imponiendo o prohibiendo— qué y cómo producir y consumir para tutelar los intereses generales, el medio ambiente, la calidad del trabajo y de los derechos fundamentales, empezando por la salud. En definitiva, nos ha hecho descubrir el papel de la política para orientar el desarrollo económico, desincentivando las producciones perjudiciales para los bienes comunes y los derechos de todos y promoviendo inversiones, incluso directamente públicas, en la investigación, la salud, la escuela, en la protección del patrimonio artístico y natural y exclusivamente en las producciones ecológicamente sostenibles. 

			Además, hay una segunda enseñanza, no menos importante. Proviene del carácter global de la pandemia que requiere, como respuesta racional, una gestión que, a su vez, tenga carácter global, por parte de una institución global de garantía. De hecho, hemos experimentado y entendido que basta con que en algún país o región se tomen medidas inadecuadas o inoportunas para reactivar, con los desplazamientos, el peligro de contagio y multiplicar las infecciones y las muertes en todos los demás países. Nuestro ordenamiento internacional ya dispone de una Organización Mundial de la Salud (OMS). Pero esta institución no está ni remotamente a la altura de las funciones de garantía que se le han encomendado, debido a la escasez de medios —4 mil 800 millones cada 2 años, provenientes en su mayoría de particulares— y por la falta de poderes efectivos3. Basta pensar en que ni siquiera ha podido llevar a los países pobres del mundo los medicamentos salvavidas —originalmente poco más de 200, hoy 460— que hace 40 años la misma OMS había establecido que deberían ser universalmente accesibles y cuya carencia provoca cada año millones de muertes. Es más, en esta ocasión mostró una ineficacia colosal. Por tanto, debería reformarse y reforzarse, en términos de financiación y de poderes, para permitirle, en primer lugar, prevenir las epidemias y detener el contagio incipiente; en segundo lugar, responder a las emergencias sobre la base de un principio de subsidiariedad que asigne a los niveles regulatorios superiores la adopción de directrices uniformes, y a los inferiores la adecuación a las distintas situaciones territoriales; y, en tercer lugar, llevar la ayuda médica necesaria a los países más pobres y desprovistos de servicios de salud. Si hubiera habido una gestión multinivel unificada y oportuna de la pandemia, coordinada por una verdadera institución global de garantía, no lamentaríamos millones de muertes hoy. 

			En cambio, cada Estado ha adoptado, en diferentes momentos, medidas diferentes y heterogéneas contra el virus de una región a otra, a veces completamente insuficientes por estar condicionadas por el temor a dañar la economía y, en todos los casos, fuentes de incertidumbre y conflictos entre los distintos niveles de toma de decisiones. Incluso en Europa, los 27 países miembros actuaron de manera disgregada, cada uno adoptando estrategias diferentes, aunque los Tratados constituyentes imponen una gestión común de las epidemias. El artículo 168 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE), tras declarar que “la Unión […] garantizará un alto nivel de protección de la salud humana”, establece que “los Estados miembros, en colaboración con la Comisión, coordinarán entre sí sus políticas” y que “El Parlamento Europeo y el Consejo, […] podrán adoptar también medidas de fomento destinadas a proteger y mejorar la salud humana y, en particular, a luchar contra las pandemias transfronterizas”. Aunado a lo anterior, el artículo 222, titulado “Cláusula de solidaridad”, consagra que “La Unión y sus Estados miembros actuarán conjuntamente con espíritu de solidaridad si un Estado miembro es […] víctima de una catástrofe natural”. En cambio, ocurrió que la Unión Europea —cuya Comisión tiene entre sus componentes un comisario para salud, otro para la cohesión e, incluso, un comisario para la gestión de las crisis— ha renunciado a hacerse cargo del gobierno de la epidemia con directivas sanitarias homogéneas para todos los Estados miembros. Afortunadamente, la Unión se hizo cargo de la evaluación, compra y distribución de vacunas. Pero, el carácter planetario de las pandemias, que no conocen fronteras y afectan a todos, requeriría una respuesta común, partiendo de su prevención, y, por tanto, sugiere la transformación de la Organización Mundial de la Salud en una verdadera institución global de garantía, dotada de los poderes y medios necesarios para encarar los contagios con medidas homogéneas, racionales y adecuadas. 

			2.	El proyecto de una Constitución de la Tierra. Los desastres globales como efectos de crímenes de sistema que consisten en violaciones sistemáticas de los derechos fundamentales y de los bienes comunes

			Pero la lección impartida por esta pandemia no se limita a la emergencia de COVID-19. Esta reveló la tragedia de millones de personas que han muerto y de aquellas que están muriendo por la falta de otro tipo de vacunas y de otros medicamentos que salvan vidas: víctimas del mercado más que de enfermedades, ya que en sus países, caracterizados por la pobreza, no se dispone de los medicamentos capaces de salvarlos; o porque están patentados y, por ende, son demasiado costosos; o bien porque ya no se producen por falta de demanda, por tratarse de enfermedades que han sido erradicadas y han desaparecido en los países ricos. Pero esto no es todo. Esta lección va mucho más allá del campo de la salud. La pandemia resultó ser un efecto de la agricultura intensiva y de otras agresiones al medio ambiente, que a su vez han provocado el aumento de las desigualdades y de las migraciones masivas. Entender la gravedad de todas estas emergencias y de sus vínculos de causa y efecto, permite tomar conciencia de que pueden ser enfrentadas y, en primer lugar, prevenidas, solo si se produce un salto de civilización en el derecho, la política y la economía; es decir, la ampliación, a nivel planetario, del paradigma del constitucionalismo rígido adoptado por las actuales democracias constitucionales tras la liberación de los nazi-fascismos. 

			Esta es precisamente la propuesta consignada en nuestro proyecto de una Constitución de la Tierra, presentado en la asamblea celebrada en Roma, en la Biblioteca Vallicelliana, el pasado 21 de febrero de 20204. ¿Por qué una constitución del mundo? Porque hay emergencias y desastres globales, como la pandemia aún en curso, que no forman parte de la agenda política de los gobiernos nacionales, aunque la supervivencia de la humanidad dependa de su solución: el calentamiento global y la contaminación global de los mares y del aire, sufridos, sobre todo, por las poblaciones de los países pobres, aunque sean producidos por el desarrollo insostenible de los países ricos; las guerras y los peligros de catástrofes y conflictos nucleares provocados por las miles de ojivas nucleares aún presentes en el planeta; el aumento de la desigualdad y de la pobreza, y la muerte de millones de personas cada año por falta de nutrición básica y de medicamentos que salvan vidas; la producción y difusión de armas que cada año provocan guerras y cientos de miles de asesinatos; y, finalmente, el drama de las crecientes masas de migrantes que huyen de estas tragedias pero luego, cuando no pierden la vida en su terrible odisea, encuentran la opresión racista debido a sus diferentes identidades personales. 

			Estas catástrofes no son calamidades naturales. Ciertamente, no se pueden configurar como crímenes en el ámbito del derecho penal. Tal como sus víctimas, identificables con pueblos enteros y en ocasiones con toda la humanidad, sus autores tampoco son identificables con personas individuales, sino con los mecanismos del sistema económico y político. Por otra parte, al igual que sus efectos catastróficos masivos, no identificables en hechos nocivos individuales y determinados, tampoco las acciones que los provocaron, también éstas masivas, suelen ser comportamientos individuales y determinados y, por tanto, capaces de ser prefigurados como delitos, ya que consisten en conjuntos complejos de actividades políticas y económicas puestas en marcha por una pluralidad indeterminada e indeterminable de sujetos. En definitiva, se trata de agresiones a los derechos de las personas que el derecho penal no puede atender, dado que carecen de todos los requisitos que imponen sus principios garantistas: desde el principio de estricta legalidad y determinación de los hechos punibles al nexo de causalidad entre las acciones individuales y los cataclismos ambientales y sociales, hasta el principio de responsabilidad personal en materia penal. 

			No obstante, estas tragedias no son fenómenos naturales. No lo son los millones de muertes por hambre, sed y enfermedades no tratadas, resultado de las políticas de saqueo por parte de los países ricos y a la total omisión de socorro. Ni siquiera lo son los cataclismos y la devastación ambiental provocados por el actual desarrollo industrial ecológicamente asolador. Mucho menos lo son las políticas de cierre de fronteras y de rechazo de las que cada año son víctimas miles de migrantes. Estas catástrofes tampoco son simples injusticias. Más bien, son violaciones masivas de los derechos fundamentales estipulados en las numerosas cartas constitucionales, tanto nacionales como supranacionales. 

			Debemos por tanto preguntarnos si es admisible que la criminología, las ciencias jurídicas, las ciencias políticas y el debate público ignoren semejantes atrocidades, que no son en absoluto naturales ni inevitables, sino que son causadas por el anarco-capitalismo global de hoy. Debemos preguntarnos si el debate científico y político puede ignorar semejantes agresiones a los derechos y a los bienes fundamentales que, por un lado, contrastan con todas nuestras cartas constitucionales e internacionales; y, por otro lado, si no son enfrentados por la ley y por la política a través de la creación de garantías adecuadas, son capaces de producir daños incomparablemente mayores que la unión de todos los delitos perseguidos por el derecho penal, de frustrar todas nuestras conquistas de civilización y de poner en peligro, y no a largo plazo, el futuro de la humanidad. 

			Creo que una respuesta racional a esta pregunta requiere una actualización y una refundación de las categorías con las que leemos e interpretamos la realidad. A este respecto, surgen dos cuestiones básicas: la primera se refiere a la noción de “delito” y al papel científico y explicativo de la criminología y las ciencias jurídicas en general; el segundo se refiere a la respuesta institucional capaz de hacer frente a tales desastres. 

			La criminología tradicional y el debate público siempre han estado totalmente subordinados al derecho penal, habiendo concebido, denominado y estigmatizado como “crímenes” solo las conductas desviadas que el derecho penal contempla como delitos. De esta manera, tanto las ciencias jurídicas y sociales como el debate político han jugado y siguen jugando un doble papel de legitimación ideológica: la descalificación, en cuanto injustos y moralmente reprobables, únicamente de los hechos previstos como delitos por nuestros sistemas penales y la legitimación como justos, o al menos como permitidos y no injustos, de todos los hechos no configurados como delitos. Esto se ha traducido, sobre todo en los últimos años, en un singular aplanamiento, en el debate público y en el sentido común, del juicio jurídico, pero también del político y moral, únicamente dentro de los parámetros del derecho penal, que ahora se han convertido en la principal clave de lectura de las culpas y las responsabilidades de la política. Sólo los hechos previstos y juzgados como delitos, es decir, como crímenes en el sentido penal, suscitan indignación y son estigmatizados moral y políticamente. Todo lo que no esté prohibido como delito se considera permitido. Fenómenos antijurídicos como los aquí mencionados, incomparablemente más catastróficos que todos los delitos, precisamente porque no son enfrentados por el derecho penal, son, de hecho, tolerados con resignación o peor aún con indiferencia.

			Al contrario, la emancipación y autonomía científica de la criminología y la ciencia jurídica y, más aún, la autonomía política del debate público, exigen que la previsión de un hecho como delito no se considere una condición necesaria para su cualificación como “crimen”, obviamente en un sentido no penal. De hecho, una criminología científica que no esté subordinada a las contingentes posturas legislativas de la política penal debe concebir como crímenes, además de los delitos más graves previstos y sancionados por el derecho penal, también aquellas actividades políticas, económicas y sociales que, aunque no sean atribuibles a la responsabilidad penal de personas individuales, son responsables de catástrofes planetarias en conflicto culpable con principios constitucionales elementales formulados en las múltiples cartas y convenciones sobre derechos humanos de las que están dotados nuestros ordenamientos.

			Por tanto, es necesario ampliar la noción de “crimen” para incluir estas agresiones. Debemos ser conscientes de la insuficiencia de la noción actual de acto criminal, anclado en la responsabilidad personal de su autor, para dar cuenta de conductas ofensivas no imputables a personas individuales, pero, aun así, enormemente dañinas para pueblos enteros y, algunas veces, para toda la humanidad, siendo además contrarias al derecho y a los derechos, como la devastación ambiental, las explosiones y las amenazas nucleares, los millones de muertes cada año por falta de medicamentos salvavidas, agua y nutrición básica. Es por esto por lo que he propuesto introducir en el léxico jurídico y político una noción de “crimen” más amplia que la de crimen penal, a fin de incluir también esta amplia clase de violaciones masivas de los derechos y bienes fundamentales, aunque no consistan, como los crímenes penales, en actos individuales imputables a la responsabilidad de personas determinadas. Dichas violaciones jurídicas las he llamado crímenes de sistema5.

			Cabe aclarar que no se trata de los crímenes de los poderosos, que en todo caso son ilícitos penales cuya gravedad y tendencia a la impunidad, a estas alturas, han sido objeto de investigación por parte de una vasta literatura de criminología crítica. Tampoco se trata de crímenes de Estado o de lesa humanidad, actualmente previstos por el derecho penal internacional tras la inmensa conquista de la creación de la Corte Penal Internacional, aunque hasta ahora han permanecido en gran medida impunes6. Los crímenes de sistema, si bien consisten en violaciones masivas de los derechos humanos constitucionalmente establecidos, son otra cosa. No son ilícitos penales, ya que carecen de todos los elementos constitutivos del delito. Los rasgos distintivos de los crímenes de sistema —aquellos que, si queremos utilizar el lenguaje del derecho penal, podemos llamar sus “elementos constitutivos”— son dos: el carácter indeterminado e indeterminable tanto de la acción como del evento, generalmente catastrófico, y el carácter indeterminado y pluri-subjetivo tanto de sus perpetradores como de sus víctimas, generalmente formadas por poblaciones enteras y, algunas veces, por toda la humanidad. Además, es evidente que la previsión de estos “crímenes del sistema” bien podría comportar que sean instauradas una o más jurisdicciones internacionales, con el poder de constatar su comisión y determinar la consecuente responsabilidad política: por ejemplo, una jurisdicción internacional en materia de agresiones al medio ambiente, otra sobre el hambre en el mundo y las enfermedades curables pero no curadas, y otra más que se ocupe de los millones de muertes causadas cada año por el uso de armas de fuego.

			Lo que importa es la autonomía, en el debate público, del punto de vista externo respecto del punto de vista interno del derecho penal, para así poder llamar por su nombre —precisamente, crímenes— las violaciones masivas imputables no a la responsabilidad penal sino política. Efectivamente, fue debido a la subordinación al derecho penal y a los filtros selectivos y, con toda razón, garantistas a través de los cuales se pueden identificar los ilícitos penales, que la criminología tradicional y el debate político terminaron por ignorar estos macro-crímenes de sistema y, al mismo tiempo, las responsabilidades políticas, económicas y sociales por los gigantescos daños causado por ellos. Y es solo porque tales crímenes no son tratados ni tratables por la justicia penal, con acierto anclada a principios garantistas como la responsabilidad individual y la determinación de las conductas punibles, que los mismos no producen escándalo sino aceptación acrítica —la actual banalización del mal— como si fueran fenómenos naturales y, en todo caso, inevitables. Por ello, para prevenir y hacer frente a estas violaciones, es necesario promover su percepción social como crímenes intolerables de relevancia constitucional, aun cuando no sean imputables a la responsabilidad jurídica de personas individuales y determinadas; como “crímenes de sistema”, precisamente, para resaltar, con este concepto “polémico”7, el contraste con las precondiciones de la vida civil y con todos los valores de nuestra civilización; además, para imputar su comisión a las responsabilidades políticas y morales de aquellos que podrían impedirlos planificando e introduciendo las garantías adecuadas del derecho internacional. El lenguaje jurídico, no lo olvidemos, siempre tiene un papel performativo del sentido común. 

			3.	Las razones de una Constitución de la Tierra: la realización del universalismo de los derechos humanos y la supervivencia de la humanidad

			Pues bien, la prevención de esta macro-criminalidad de sistema, aunque no pueda confiarse al derecho penal, puede lograrse mediante una política, a la altura de los desafíos globales, que imponga límites rígidos y vínculos constitucionales a los poderes actualmente salvajes de la política y la economía. Llego así a la segunda y más importante cuestión que plantean estas emergencias, la de la respuesta institucional capaz de afrontarlas. Esta respuesta, es decir, un adecuado sistema de límites y vínculos a los poderes globales que la cultura jurídica y política tiene la carga de proyectar, necesariamente consiste en la expansión del paradigma constitucional al ordenamiento internacional.

			Por supuesto, este proyecto —la estipulación de una Constitución de la Tierra— puede parecer descabellado. ¿Cómo es posible en estos tiempos de crisis de las democracias nacionales, incluso en los países más avanzados, plantear la hipótesis de una democracia cosmopolita y una constitución global que acomune no a un pueblo, sino a cientos de pueblos heterogéneos, a veces en conflicto entre sí? ¿Cómo es posible que un pacto semejante pueda ser compartido por 196 Estados soberanos y por esos nuevos soberanos irresponsables e invisibles en los que se han transformado los mercados?



OEBPS/font/AGaramondPro-Italic.ttf


OEBPS/font/AGaramondPro-Regular.ttf


OEBPS/font/Calibri.ttf


OEBPS/font/Constantia.ttf


OEBPS/font/Constantia-Bold.ttf


OEBPS/image/LOGOPNG.png
L CULTURA, SocliepaD Y PoLiTica





OEBPS/font/Constantia-Italic.ttf


OEBPS/font/Calibri-Bold.ttf


OEBPS/image/Portada.png
Luigi Ferrajoli

éPor qué una Constitucion
de la Tierra?

Fundamentos y proyecto de Constitucion

Traduccion de

Tatiana Effery Perfecto Andrés Ibafiez

Palestra Europa
Madrid - Lima - 2024





OEBPS/image/Cubierta_EPUB_etiqueta.jpg
¢Por qué una Constitucion
de la Tierra?

Fundamentos y proyecto de Constitucion

Luigi Ferrajoli

PALESTRA






